
P R O Y E C T O S  D E  L E Y
PROYECTO DE LEY NÚMERO 221 DE 2012 

SENADO
por medio de la cual se fomenta la navegación 

comercial y turística promisoria, para la integra-
ción regional competitiva entre los puertos del río 

El Congreso de Colombia
DECRETA: 

CAPÍTULO I 
Recuperación de la navegabilidad  

 la navegación uvial 
Artículo 1º. . El presente proyecto de ley 

tiene por objeto hacer efectiva y productiva la na-
vegación en los ríos Magdalena, Meta, Caquetá y 
Putumayo, para el desarrollo económico y social 
de las regiones y el país, así mismo como activi-
dad esencial y dinamizadora de la competitividad 
de los sectores productivos de las regiones de las 
cuencas. 

Artículo 2º. Fomentar la navegación a gran es-
cala, para impulsar la integración regional produc-
tiva.

Parágrafo 1º. Créanse las condiciones vigentes 
de tecnología, infraestructura, logística, seguridad 
y navegabilidad para desarrollar la industria náuti-
ca como actividad económica que genere oportu-
nidades y crecimiento económico. 

CAPÍTULO II 
Infraestructura de soporte  
para la navegación e ciente 

Artículo 3º. 
 

El Gobierno Nacional podrá priorizar la inversión 

en la adecuación y mejoramiento de infraestructu-
ra para la navegabilidad de los ríos y las operacio-
nes de navegación. 

Parágrafo 1º. Es función del Min Trasporte, di-
visión uvial portuaria velar por la plani cación y 
alistamiento de los canales navegables de manera 
permanente con el debido y programado dragado y 
mantenimiento del mismo. 

Parágrafo 2º. Se conceden facultades a los al-
caldes municipales y distritales para que las enti-
dades de Planeación e infraestructura incorporen 
el urbanismo, planta y equipamiento correspon-
diente a las áreas y zonas portuarias en el POT de 
los municipios ribereños

Parágrafo 3º. Se priorizará el fortalecimiento 
y mejoramiento de los servicios públicos en las 
ciudades portuarias, tendiente a disponer de condi-
ciones adecuadas para el desarrollo de la industria 
náutica. 

Parágrafo 4º. Será responsabilidad de las admi-
nistraciones locales adelantar planes de manejo y 
las respectivas acciones en los vertederos de aguas 
servidas en los lechos de los ríos. 

CAPÍTULO III 
Condiciones scales  tributarias 

para el fomento de la industria náutica 
Artículo 4º.  Tanto del 

orden nacional, como local se podrán crear condi-
ciones regímenes especiales en las regiones y ciu-
dades portuarias para incentivar la inversión en la 
actividad náutica. 

Artículo 5º. El Ministerio de Industria y Co-
mercio liberará las salvaguardas correspondientes 
a las tecnologías, equipos y materiales de uso en 
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la industria náutica, para fortalecer y favorecer el 
surgimiento de la actividad industrial. 

Artículo 6º. El Ministerio de Hacienda en co-
rrespondencia con la DIAN podrá establecer un 
plan de exenciones tributarias para las empresas 
que se creen en el sector náutico, que generen nue-
vas plazas de empleo. 

Parágrafo 1º. Los entes territoriales podrán ade-
lantar un plan de incentivos con reducción en las 
tasas de impuestos predial, de Industria y comer-
cio considerando que se incrementarán los ingre-
sos municipales con la dinámica de un nuevo sec-
tor en desarrollo. 

Parágrafo 2º. Las sobretasas de combustible po-
drán reducirse para facilitar y hacer viable la entra-
da en vigor del nuevo sector económico. 

Artículo 7º. Se autoriza al Gobierno Nacional 
para efectuar las asignaciones presupuestales que 
demande la presente ley.

Artículo 8º.  La presen-
te ley rige a partir de su publicación y deroga todas 
las normas que le sean contrarias. 

A consideración de los honorables Congresistas.

Senador de la República.
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En 8 artículos, el espíritu del proyecto de ley 
puesto a consideración de los honorables Congre-
sistas se enmarca dentro de parámetros normativos 

jados por nuestra Constitución Política y desa-
rrollados por la ley mediante el estatuto orgánico 
que regula la organización y el funcionamiento del 
Congreso de la República; esta iniciativa legisla-
tiva propende por el desarrollo de los más altos 
principios de la Norma Superior, como quiera que 
al tenor del artículo 1º busca la prevalencia del in-
terés general, en concordancia con el preámbulo 
de la constitución y los artículos 0, 1°, 2°, 5°, 7°, 
8°, 64, 285, 287, 288, 334, 339 y concordantes 
para los nes esenciales del Estado para servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general por 
la cual propende el presente proyecto que busca 
mediante la adopción de políticas de fomento de 
la navegación uvial-comercial y turística para la 
integración regional competitiva, garantizando la 
efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución y garantizando así 
mismo nuestra organización en forma de Repú-
blica unitaria, descentralizada, con autonomía de 
nuestras entidades territoriales. 

Es de esta manera como presento a considera-
ción de los honorables Congresistas esta iniciativa 
en consonancia con los Principios Constituciona-
les contenidos en el Capítulo III del Título VI de 
la Constitución Política de Colombia y Legales 
previstas en la Ley 5ª de 1992 que las soportan, de 
manera vinculante para que surta el procedimiento 
constitucional y legalmente establecido. 

Antecedentes
La navegación uvial del alto magdalena fue 

escenario de los episodios de la conquista, la co-
lonia y la República. Hasta mediados del siglo XX 
fue la arteria de conectividad y desarrollo de los 
municipios ribereños que hoy luego de ese auge y 
relevada la actividad de la navegación, el 90% de 
estas poblaciones se han estancado. 

Sin embargo dos administraciones anterio-
res del departamento del Tolima avizoraron una 
oportunidad para rescatar la navegación por el río 
Magdalena como fuente de desarrollo, apuesta a 
la que se unió el departamento del Huila conso-
lidándose una integración regional para impulsar 
el acuaturismo. Para lo cual el departamento del 
Tolima en co nanciación con Cormagdalena y 
siete municipios portuarios realizaron inversiones 
alrededor de $9.500.000 millones de pesos, para el 
fortalecimiento de la infraestructura de puertos y 
malecones. 

Este esfuerzo estuvo congelado en los cuatro 
años anteriores porque no gozó de continuidad 
por las administraciones departamentales. Para los 
actuales gobiernos al contrario, se ha convertido 
en una prioridad y se contempla en los planes de 
desarrollo y ya se han expresado voluntades de 
formalizar la integración regional, incluyendo a 
Cundinamarca y Caldas. 

Se suma a esta sinergia la apuesta elevada por 
el Presidente Juan Manuel Santos el 28 de octu-
bre de 2010, con referencia al proyecto Puerto 
Multimodal de La Dorada-Salgar y a partir de 
esta decisión se ha extendido la dinámica y ex-
pectativa de prosperidad que genera la activación 
de la navegación. 

Estos antecedentes son la base para continuar 
el proceso, pero para alcanzar la competitividad y 
la e ciencia se requiere estimular con medidas s-
cales la inversión, con el mejoramiento y la com-
plementariedad de infraestructura adecuada, con 
incentivos para apoyar a las empresas pioneras y 
atraer nuevas empresas, con destinaciones espe-
ciales de los fondos de regalías, considerando que 
hay 2 puertos (productores de petróleo) y del fon-
do de promoción turística. 

Conveniencia y pertinencia del proyecto
El Acuerdo para la Prosperidad río Magdalena, 

celebrado el 3 de marzo de 2012 en la ciudad de 
Barranquilla, determinó la prioridad del Gobierno 
Nacional en materia de navegación uvial para 
fortalecer la competitividad del país frente a los 
retos de los TLC, como para generar prosperidad 
para los municipios portuarios, del río, así mismo 
cumpliendo con la integración regional como pilar 
de desarrollo.

Es por los antecedentes expuestos con anterio-
ridad y velando por el desarrollo de la región del 
Alto Magdalena y de la Región Surcolombiana, 
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que son bañadas por los ríos Magdalena, Caquetá, 
Putumayo y Meta, a uentes que contempla el Plan 
Nacional de Desarrollo 2010-2014 como rutas 
prioritarias para fomentar la navegación uvial, e 
identi cado plenamente con los temas tratados en 
el Acuerdo para la Prosperidad del río Magdalena, 
me permito presentar el proyecto de ley para el Fo-
mento de la Navegación Fluvial-Comercial y Tu-
rística para la Integración Regional Competitiva, 
con el propósito de dar cumplimiento a este tema 
como se indica en el Plan Nacional de Desarrollo. 

Constitucionalidad
El proyecto de ley propuesto a consideración 

de esta honorable Corporación desarrolla nuestros 
más altos principios constitucionales al garantizar 
los principios constitucionales precedentemente 
relacionados al inicio de la exposición de motivos 
y se ajusta a los más altos principios de nuestra 
Constitución Política y hace posible garantizar los 
derechos y hacer cumplir las obligaciones deriva-
das de nuestro Estado Social de Derecho. Así mis-
mo es necesario señalar que en lo que tiene que 
ver con el gasto público que esta demandaría, la 
jurisprudencia en reiteradas ocasiones ha señalado 
que en materia de iniciativa legislativa por parte 
de los Congresistas en gasto público, la Sentencia 
C-490 de 1994, ha manifestado, en este sentido: 

confundirse con la iniciativa o capacidad de mo-

-

enuncia y comenta la restricción de la iniciativa 
parlamentaria de gastos, siempre se hace referen-

-

actos-condiciones: el primero, su incorporación a 
los planes y programas de desarrollo económico y 
social 5 (sic), el segundo su incorporación en los 

” (Gaceta Consti-
tucional número 67, sábado 4 de mayo de 1991, 
página 5).

La Corte Constitucional ha diferenciado, en rei-
teradas ocasiones, los diversos momentos del gas-
to público, y la distinción entre la ley que decreta 
un gasto y la Ley Anual de Presupuesto, en la cual 
se apropian las partidas que se consideran deben 
ser ejecutadas durante el período scal correspon-
diente, como se desprende de la Sentencia C-324 
de 1997. 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional, 
en reiteradas ocasiones, admite la probabilidad 
de las iniciativas del Congreso del gasto público 
por parte del Congreso, la Sentencia C-859-2001 
de la Corte Constitucional, señala que -

disponer la participación de la Nación en el de-

-
tencia de los entes territoriales cuando se presenta 

del artículo 21 de la Ley 60 de 1993, en virtud del 
cual se pueden ordenar ‘apropiaciones presupues-

Nación con participación de las entidades territo-
-

mas en desarrollo de funciones de competencia ex-

con los principios de concurrencia, coordinación 

 
El artículo 154 de la Constitución Política le 

devolvió la potestad al Congreso, restituyéndole 
la iniciativa en materia del gasto que la Reforma 
Constitucional de 1968 les había privado, y como 
lo ha manifestado la jurisprudencia, en reiteradas 
ocasiones, este cambio fue insertado ex profeso 
por el Constituyente de la Carta Política de 1991, 
aduciendo que no puede confundirse la iniciativa 
en materia de gastos con la iniciativa o capacidad 
de modi car las partidas presupuestales por el Go-
bierno en el proyecto de presupuesto, devolviéndo-
le al poder legislativo, la capacidad para presentar 
proyectos de ley en materia del gasto: “Las leyes 

-
tas nacionales o transferencias de las mismas, las 

empresas industriales o comerciales”. 
Así, tal y como, lo ha expresado y decantado la 

doctrina jurisprudencial de la Corte Constitucio-
nal, existen dos momentos diferentes en materia 
del gasto público, en primer lugar la ordenación 
del gasto público que puede ser de iniciativa le-
gislativa y, en segundo lugar, la eventual inclusión 
de la partida correspondiente, en la Ley de Pre-
supuesto, por parte del Ejecutivo, que constituyen 
dos actos jurídicos distintos, evento en el cual es 
completamente legitima y exequible esta iniciati-
va parlamentaria, lo que se deduce de la Sentencia 
C-859 de 2001: “Esta doctrina constitucional ha 

-

-

del gasto propiamente dicha y al segundo la deci-

este sentido puede implicar una orden imperativa 

(...) -
-

paro alguno de constitucionalidad en su contra, en 
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competencia constitucional de ordenación del gas-

-
-

pondientes en el presupuesto general de la Nación 
 Es así como el proyecto de ley, por medio de la 

como actividad económica comercial y turística 
promisoria, para la integración regional compe-
titiva entre los puertos del río Magdalena, Meta, 

, cumple con los requisitos 
de procedibilidad que faculta la Constitución y las 
leyes, ya que faculta al Gobierno Nacional imple-
mentación de políticas de fomento de la navegación 

uvial-comercial y turística para la integración re-
gional competitiva y en el que solamente se autoriza 
al Gobierno Nacional para efectuar las asignaciones 
presupuestales que demande la presente ley. 

Marco constitucional y legal
Constitución Política 
Artículo 1°. Colombia es un estado social de 

derecho, organizado en forma de República Uni-
taria, descentralizada, con autonomía de sus en-
tidades territoriales, democrática, participativa 
y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y la solidaridad de las perso-
nas que la integran y en la prevalencia del interés 
general. 

Artículo 2°. Son nes esenciales del Estado: 
servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los princi-
pios, derechos y deberes consagrados en la cons-
titución; facilitar la participación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida económi-
ca, política, administrativa y cultural de la nación; 
defender la independencia nacional, mantener la 
integridad territorial y asegurar la convivencia pa-
cí ca y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están institui-
das para proteger a todas las personas residentes 
en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, 
y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y 
de los particulares. 

Artículo 333. La actividad económica y la ini-
ciativa privada son libres, dentro de los límites del 
bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir 
permisos previos ni requisitos, sin autorización de 
la ley. 

La libre competencia económica es un derecho 
de todos que supone responsabilidades.

La empresa, como base del desarrollo, tiene una 
función social que implica obligaciones. El Estado 
fortalecerá las organizaciones solidarias y estimu-
lará el desarrollo empresarial.

El Estado, por mandato de la ley, impedirá que 
se obstruya o se restrinja la libertad económica y 
evitará o controlará cualquier abuso que personas 

o empresas hagan de su posición dominante en el 
mercado nacional.

La ley delimitará el alcance de la libertad eco-
nómica cuando así lo exijan el interés social, el 
ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 

Artículo 360. La ley determinará las condicio-
nes para la explotación de los recursos naturales 
no renovables así como los derechos de las entida-
des territoriales sobre los mismos.

La explotación de un recurso natural no reno-
vable causará a favor del estado, una contrapres-
tación económica a título de regalía, sin perjuicio 
de cualquier otro derecho o compensación que se 
pacte.

Los departamentos y municipios en cuyo terri-
torio se adelanten explotaciones de recursos natu-
rales no renovables, así como los puertos maríti-
mos y uviales por donde se transporten dichos 
recursos o productos derivados de los mismos, 
tendrán derecho a participar en las regalías y com-
pensaciones.

LEYES 
Ley 658 de 2001, por la cual se regula la ac-

-

Ley 853 de 2003, 
fomentar y propiciar el desarrollo del transporte 

-
. 

Ley 1242 de 2008, 

-

DECRETOS 
Decreto número 1466 de 2004, por el cual se 

Impacto Fiscal 
El presente Proyecto de Acuerdo presenta im-

pacto scal, ya que ordena gastos, y se establecen 
concesiones y o bene cios tributarios. 

Conclusión
El modelo de navegación turística del Alto 

Magdalena está dotado en un 60% de infraestruc-
tura, para desarrollar la actividad se requiere del 
apoyo del 40% restante para completar e ciente-
mente su equipamiento. 

El proyecto es viable y satisfactorio desde la 
percepción de la demanda, que está a la expec-
tativa del inicio de las operaciones, por lo que se 
garantiza ser una actividad económica generadora 
de oportunidades y de oferta de empleo para los 
residentes de las poblaciones portuarias. Además 
se debe resaltar que el desarrollo de la actividad 
Acuaturística ha sido el eslabón de la integración 
regional en la que todos los municipios se desem-
peñan en un clúster. 
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Sobre este modelo se busca replicar la navega-
ción turística en el río Meta, Caquetá, y Putuma-
yo, de igual manera se pretende desarrollar con 
nuevos sistemas logísticos la navegación comer-
cial, para consolidar los productos de la Región 
Surcolombiana con las despensas del centro del 
país y con el Puerto Multimodal de La Dorada-
Salgar.

Cumple así, el proyecto, con todos los criterios 
que la Constitución establece como Carta suprema 
como garante de los más altos ideales de nuestro 
Estado Social de Derecho.

Proposición
Por las razones precedentemente expuestas, 

en consonancia con los Principios Constituciona-
les contenidos en el Capítulo III del Título VI de 
la Constitución Política de Colombia y Legales 
previstas en la Ley 5ª de 1992 que las soportan, 
así como la Doctrina Jurisprudencial de la Corte 
Constitucional y, en razón del reparto de compe-
tencias autorizado por la Constitución Nacional, 
solicito a esta honorable Corporación, darle el 
trámite constitucional al proyecto de ley, por me-

turística promisoria, para la integración regional 
competitiva entre los puertos del río Magdalena, 

.
A consideración de los honorables Congresistas,

Senador de la República.
SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL
Tramitación Leyes

Bogotá, D. C., 28 de marzo de 2012
Señor Presidente:
Con el n de que se proceda a repartir el Pro-

yecto de ley número 221 de 2012 Senado, por me-

turística promisoria, para la integración regional 
competitiva entre los puertos del río Magdalena, 

me permito pasar a su 
Despacho el expediente de la mencionada iniciati-
va que fue presentada en el día de hoy ante Secre-
taría General. La materia de que trata el menciona-
do proyecto de ley es competencia de la Comisión 
Tercera Constitucional Permanente, de conformi-
dad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 28 de marzo de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de ley de 

la referencia a la Comisión Tercera Constitucional 
y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
con el n de que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Re-

pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

* * *
PROYECTO DE LEY NÚMERO 222 DE 2012 

SENADO
 

artículos de la Ley 5ª de 1992  

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Antecedentes de los Derechos Humanos

Inicialmente para comprender la importancia 
de los Derechos Humanos, es de importancia hacer 
una breve reconstrucción histórica del nacimiento 
de estos desde su proceso histórico de surgimiento, 
hasta su a anzamiento y adelanto, que se puede 
deducir que va desde los siglos XV y XVI hasta 
la actualidad. Es primordial realizar esta breve re-
seña histórica, para de esta forma comprender las 
di cultades de su implementación y además la no 
efectiva protección de estos por los estados.

Igualmente este acercamiento histórico permi-
tirá demostrar dos tesis sobre los Derechos Huma-
nos, la primera es que pese a su evolución a tra-
vés de los años mantienen su esencia, la cual es la 
protección del ser humano. La segunda, es que es 
de obligatoria función de los estados, propender la 
defensa y protección de los Derechos Humanos. 

Edad Antigua y Edad Media. Primordial-
mente, hay que a rmar que los Derechos Huma-
nos responden a exigencias universales derivadas 
de la dignidad de la persona, estableciendo así un 
cierto individualismo como componente necesario 
de cualquier teoría de los Derechos Humanos. Es 
así, que hasta comienzos de la Edad Moderna esa 
posición del individualismo, no se acomodó fácil 
a las concepciones jurídicas, morales y políticas 
hegemónicas. Es por eso que durante este largo pe-
riodo de la historia, dómino la idea contraria, sobre 
la primacía de la comunidad sobre el individuo y 
el sometimiento de esta a los nes de aquella, nor-
malmente enmascarados bajo fórmulas religiosas. 

En esta época histórica pensadores tales como 
Confucio o Aristóteles y corrientes tales como el 
estoicismo y el cristianismo primitivo, desarrolla-
ron una serie de ideas a favor del individualismo, 
pero el contexto sociopolítico de la época impidió 
su desarrollo. De tal modo muchos autores justi-

caron la esclavitud, demostrándose así que los 
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derechos por ellos difundidos resultaban ajenos al 
principio de dignidad de la persona y por tanto al 
concepto mismo de los Derechos Humanos. 

Aunque también hay que resaltar que en la épo-
ca medieval surgieron documentos tales como la 
conocida Carta Magna que obligaban al poder po-
lítico a respetar las posiciones individuales, como 
la propiedad privada o la inviolabilidad del domi-
cilio. Aunque es cierto que esto documentos son 
muy diferentes a las modernas declaraciones de 
derechos, de las que se di eren sobre todo por su 
extensión y expresión jurídica.

Edad Moderna. Los Derechos Humanos son 
un producto de la Modernidad y su consolidación 
en la cultura occidental, es así que resultara im-
pensable al margen de los elementos que de nen 
a aquella en el plano ético político. La separación 
entre la moral y el derecho y entre la religión y el 
estado y el surgimiento de una sociedad de indi-
viduos que se presumían, al menos formalmente, 
libres e iguales.

La corriente humanista aparece como anticipo a 
la Modernidad, la cual se abrió paso con di cultad 
bajo el dominio del estado absoluto, desde nales 
del siglo XV. El humanismo destaca la con anza 
en las capacidades humanas, propiciando así la 
aparición de un nuevo tipo de individuos, incon-
formes con el orden social existente y decidido a 
forjar un proyecto vital novedoso en la esfera pú-
blica y privada.

El humanismo a favor de la dignidad de la per-
sona tiene una primera repercusión práctica desde 
1492, a lo largo de la conquista de América. De 
esta manera algunos pensadores comenzaron a de-
sarrollar la lucha a favor de la sustancial igualdad 
entre las personas, abriendo un paso así a una idea 
central del concepto de los Derechos Humanos. 

Luego, nacieron dos nuevas tendencias que 
contribuyeron a abrir el camino de la idea de los 
Derechos Humanos:

a) La secularización del poder político. La teo-
ría política comienza a diseñar un modelo de or-
ganización del poder conectado, si bien todavía de 
forma predemocrática, con la sociedad. Y de esta 
forma el estado pasaría de ser considerado un ente 
metafísico a una construcción humana, un instru-
mento al servicio de determinados nes sociales, 
no de los designios de la divinidad;

b) La lucha por la tolerancia religiosa. El recru-
decimiento del fanatismo religioso, iniciado tras 
la Reforma y la consiguiente ruptura de la unidad 
religiosa, abre paso, ante todo un imperativo prag-
mático de paz. También se advierte que las prime-
ras doctrinas a favor de la tolerancia no guardaron 
relación directa con la idea de Derechos Humanos. 
Sin embrago, de un modo u otro, como sucedía 
en el proceso de secularización, la doctrina de la 
tolerancia contribuye a sentar las bases de la idea 
de limitación del poder esencial al iusnaturalismo.

Derechos Humanos y Contractualismo. Los 
Derechos Humanos tienen su origen en el seno de 
la tradición iusnaturalista, como derechos natura-
les. Desde este momento, del Derecho Natural no 
derivan obligaciones sino derechos, considerados 
inherentes a la naturaleza humana y, por lo tanto, 
previos y superiores al poder político. Todo ser hu-
mano, por el simple hecho de serlo, tiene derecho 
a que se le trate con igual consideración y a que 
se respete su vida, su libertad y su propiedad, y 
la garantía de estos derechos es la razón de ser de 
toda organización política. De esta forma, el dere-
cho natural se presenta como una nueva y concreta 
concepción de la justicia.

De acuerdo con el modelo del iusnaturalismo 
racionalista la función prioritaria del Estado es 
precisamente asegurar el goce de los Derechos 
Humanos, los cuales actúan como barreras o in-
munidades, a la vez que como primer criterio de 
legitimidad del poder. 

Por otro lado, el esfuerzo por sustentar sobre 
bases racionales la ley natural corre paralelo con la 
construcción del orden político como fruto de una 
decisión libre y de un contrato entre individuos en 
origen dotados de autonomía, que crean el Estado 
para garantizar los derechos procedentes del esta-
do de naturaleza. 

Revoluciones burguesas y constitucionalis-
mo. El modelo recién descrito tuvo gran in uencia 
en los protagonistas de las primeras revoluciones 
burguesas: la revolución norteamericana y la fran-
cesa, y en sus declaraciones de derechos, entre las 
que puedan respectivamente destacarse la Decla-
ración de Derechos de Virginia y la Declaración de 
los Derechos del hombre y del Ciudadano. 

Ese momento marcó un antes y un después en 
la historia de los Derechos Humanos. Porque gra-
cias a esta declaración de derechos y su posterior 
incorporación en las constituciones, los derechos 
dejaron de ser meros principios o aspiraciones 
morales, para transformarse en la base de legiti-
mación del poder efectivamente existente y en el 
sustento de auténticas exigencias, protegidas como 
derechos subjetivos por el Derecho objetivo. 

Crisis y renacimiento del constitucionalismo. 
El constitucionalismo, como movimiento político 
defensor de la limitación del poder del Estado me-
diante la incorporación de los Derechos Humanos 
a una norma jurídica superior, tarda en consoli-
darse en Europa. Contemplado en su conjunto, el 
largo periodo que va desde la Restauración monár-
quica al nal de la segunda guerra mundial, pese a 
sus altibajos y paréntesis, implica la frustración del 
proyecto revolucionario y en de nitiva, de buena 
parte de sus ideales. 

Renacimiento del constitucionalismo tras la 
Segunda Guerra Mundial. La aparición y con-
solidación del fascismo en Europa, especialmente 
en Alemania, demostró la debilidad de los inci-
pientes logros de los movimientos democráticos y 
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socialistas; resulta signi cativo que la llegada al 
poder de Hitler se produjo bajo la vigencia formal 
de la constitución de Weimar. Tras la segunda gue-
rra mundial se toma conciencia de la necesidad de 
reforzar la normatividad de la Constitución, sobre 
todo frente al legislador y de potencia el someti-
miento de todos los poderes públicos a los valores 
materiales implicados en la noción clásica de los 
Derechos Humanos.

Este retorno a los valores iniciales del consti-
tucionalismo cobra progresiva fuerza en Europa y 
en el resto del mundo en la segunda mitad del siglo 
XX. Conforme van incorporándose a la democra-
cia, todos los países occidentales aprueban consti-
tuciones plenamente normativas, dotadas además 
de catálogos de derechos cada vez más extensos. 

Cualquier pretensión de reforzar la vinculación 
de los contenidos materiales de la Constituciones, 
y en especial de los derechos que esta reconoce, 
pasa por dar entrada a los Derechos Humanos en 
el razonamiento jurídico y por potencia los me-
canismos de protección, entre ellos las garantías 
judiciales en la línea del constitucionalismo nor-
teamericano. 

Internacionalización de los Derechos Hu-
manos. Marcada también por el impacto de la Se-
gunda Guerra Mundial, en diciembre de 1948 la 
Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó 
la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
que cabe incluir en el fenómeno del renacimiento 
de lo mejor de la tradición iusnaturalista. Se tra-
ta de un acontecimiento histórico sin preceden-
tes, que re eja el consenso universal, una suerte 
de conciencia jurídica de la humanidad, articulada 
en torno a unos principios básicos de convivencia. 
La declaración proclama de manera solemne que 
todos los seres humanos “nacen libre e iguales en 
dignidad y derechos”. Contiene un catálogo de de-
rechos base fundamentalmente liberal, acompaña-
do de algunos derechos de participación y sociales.

La declaración fue concebida en un principio 
como un texto de carácter moral. Ha sido utilizada 
como bandera política por movimientos de muy 
variado signo y todavía hoy sirve como punto de 
referencia casi obligado para el debate sobre los 
Derechos Humanos. En la actualidad la Declara-
ción se encuentra plenamente integrada en el De-
recho Internacional de los Derechos Humanos, 
gozando de gran in uencia en el desarrollo de nor-
mas posteriores.

Concepto de los Derechos Humanos
Los Derechos Humanos son demandas de abs-

tención o actuación, derivadas de la dignidad de 
la persona y reconocidas como legitimas por la 
comunidad internacional, siendo por ello mere-
cedoras de protección jurídica por el estado. Pero 
para entender este concepto de forma más clara se 
enunciaran, a continuación, los cuatro elementos 
del concepto de Derechos Humanos:

a) Los Derechos Humanos son demandas, esto 
es, exigencias de abstención o actuación, derechos 
morales, en el sentido de no siempre reconocidos 
por el derecho positivo. Se trata de demandas con-
cretas de especial fuerza, de ahí la con guración, 
por buena parte de los lósofos morales de los De-
rechos Humanos como derechos subjetivos. Esta 
opción tiene la ventaja de destacar la vinculación 
de los Derechos Humanos y de diferenciar esta ca-
tegoría de otros conceptos morales, de naturaleza 
más objetiva y difusa, como los valores;

b) Los Derechos Humanos son demandas deri-
vadas de la dignidad humana, como derecho Secre-
tario morales, amparan exigencias importantes, no 
demandas circunstanciales, referidas a cuestiones 
de escasa entidad que no afectan ni comprometen 
la posibilidad de una vida digna. De entre todos los 
valores o principios morales, seguramente sea la 
dignidad, por su amplitud y generalización, la más 
adecuada para servir de soporte material a todos 
los Derechos Humanos;

c) Los Derechos Humanos son demandas reco-
nocidas por la comunidad internacional. De esta 
forma, se ponen en conexión las dos formas más 
habituales de utilización del término “Derechos 
Humanos”: la ética y el derecho internacional. Una 
demanda de individuos o grupos, o de una minoría 
de lósofos, fundada en una interpretación subje-
tiva de la dignidad humana, no reconocida por la 
comunidad internacional, no parece merecer el ca-
li cativo de derechos humanos;

d) Los estados deben proteger de manera jurí-
dica a los Derechos Humanos, no solo por el re-
conocimiento que tienen estos ante la comunidad 
internacional, si no por que como se ha vistos tras 
su historia son fundamentales para el ser humano. 
Es por eso que los estados desde todos sus organis-
mos deben velar por la protección y promoción de 
los derechos humanos.

Obligaciones del Estado derivadas del Dere-
cho Internacional de los Derechos Humanos

Los Derechos Humanos a través de su naci-
miento y evolución en el mundo son reconocidos 
internacionalmente, de tal manera que muchas 
normas internacionales los reconocen y los prote-
gen. Estableciéndose así el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos el cual se ocupa de la 
protección de la dignidad humana y de las liber-
tades fundamentales derivadas de ella mediante 
instrumentos, organismo y procedimiento interna-
cionales o regionales.

El Derecho Internacional Humanitario está in-
tegrado por un conjunto de normas internaciona-
les de naturaleza convencional cuyo propósito es 
salvaguardar los derechos inherentes de la persona 
cualquiera que sea su nacionalidad protegiéndola 
contra los abusos de poder. El DIDH se caracteriza 
por:
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a) Tiene como bene ciarios a todas las personas 
independientes de su nacionalidad y del territorio 
en el cual se encuentren;

b) Tienen aplicación en toda circunstancia y en 
tiempo de paz o de con icto armado interno o in-
ternacional;

c) Los destinatarios de las prohibiciones y de 
las obligaciones contenidas en los respectivos ins-
trumentos son exclusivamente los estados.

El DIDH, es creado por los estados, el cual no 
tiene como bene ciario al estado sino al ser hu-
mano, queriendo decir que la creación del DIDH 
produjo un cambio sustancial en la concepción del 
derecho internacional, ya que el objetivo último 
del DIDH no es regular o regir las relaciones entre 
estados, sino establecer un orden publico interna-
cional en bene cio de la humanista. Se trata más 
bien de un ordenamiento que limita el poder del 
estado a favor de las personas, destinataria de los 
derechos reconocidos y protegidos en los respec-
tivos tratados.

El DIDH no solo crea obligaciones de manera 
exclusiva para los Estado sino que además solo les 
crea deberes y ningún derecho. La doctrina inter-
nacional ha precisado al respecto que los tratados 
modernos sobre Derechos Humanos no son trata-
dos multilaterales de tipo tradicional, concluidos 
en función de un intercambio recíproco de dere-
chos para el bene cio mutuo de los estados con-
tratantes. Su objeto y n son la protección de los 
derechos fundamentales de los seres humanos, in-
dependientemente de su nacionalidad, tanto frente 
a su propio estado como frente a los otros estados 
contratantes. Al aprobar estos tratados sobre dere-
chos humanos, los Estados se comprometen a un 
orden legal dentro del cual ellos, por el bien co-
mún, asumen varias obligaciones, no en relación 
con otros estados sino hacia lo individuos bajo su 
jurisdicción.

Es así que, la obligación que se le imponen a 
los estados, los tratados Derechos Humanos, es del 
respeto de estos en cualquier momento y en todo 
lugar y de igual manera garantizar para todas las 
personas el reconocimiento y el disfrute de los De-
rechos Humanos. 

El cumplimiento de la obligación de respeto, se 
concreta cuando los agentes estatales se abstienen 
de incurrir en acciones u omisiones que puedan 
dañar la integridad de la persona y perturbar ar-
bitrariamente el ejercicio paci co de sus derechos 
y libertades. Y el cumplimiento de la obligación 
de garantía, compromete a los estados a proteger 
a las persona contra la afectación arbitraria de sus 
derechos por cualquier persona o grupos de perso-
nas, lo cual supone que el estado debe obrar para 
ofrecer seguridad y justicia por todos los medios 
lícitos que encuentren a su alcance. 

Es de esta manera que el estado colombiano 
debe cumplir sus obligaciones, derivadas del De-
recho Internacional de los Derechos Humanos, 

haciendo que sus principales organismos de pro-
tección de Derechos Humanos lo hagan de mane-
ra efectiva y e ciente; lo cual en la actualidad no 
sucede, porque a pesar de que se han disminuido 
las violaciones a los Derechos Humanos, todavía 
es alto el numero de estas. Por tal motivo es hora 
de comenzar a fortalecer los organismos protecto-
res del los Derechos Humanos, proporcionándoles 
funciones que sean más efectivas contra las viola-
ciones a los Derechos Humanos.

Comisión de Derechos Humanos y Audien-
cias

La Comisión de Derechos Humanos y Au-
diencias es una Comisión Legal, compuesta por 
10 miembros en el Senado y 15 en Cámara. Esta 
Comisión se encarga, por facultades que le pro-
porciona la Ley 5ª de 1992, de defender los Dere-
chos Humanos, vigilar y controlar a toda autoridad 
encargada de velar por el respeto a los mismos y 
de promover las acciones pertinentes en caso de 
incumplimiento.

Actualmente, la Comisión de Derechos Huma-
nos y Audiencias por lo limitado de sus funciones, 
no es un organismo realmente fuerte en la Protec-
ción de Derechos Humanos, además, es poca su 
participación en el Congreso de la República y 
nula en los proyectos de ley que traten el tema de 
Derechos Humanos.

Adicionalmente, esta comisión la única forma 
en que cumple su función de defensa de los Dere-
chos Humanos es contestando la gran cantidad de 
derechos de petición de diferentes temas, muy po-
cos sobre la violación de Derechos Humanos que 
son allegados a esta. Y conjuntamente, son pocas 
las acciones que realiza para que se respeten, se 
protejan y se cumplan los Derechos Humanos y 
todo debido a las limitadas funciones brindadas 
por la Ley 5ª de 1992. 

De esta forma, es necesario por medio del Con-
greso de la República y en bienestar de los colom-
bianos, modi car de forma radical la Comisión 
de Derechos Humanos y Audiencias, para que se 
convierta en un órgano Defensor de los Derechos 
Humanos, además de fuerte e ciente y e caz. 

Objeto del proyecto de ley
El presente proyecto de ley tiene como objeti-

vo, fortalecer la Comisión de Derechos Humanos 
para que esta, además de convertirse en un órgano 
más activo en la presentación de proyectos, sea el 
órgano más importante del país en la protección de 
Derechos Humanos dotándola de nuevas funcio-
nes como: 

 Ponderar, por el respeto, la protección y el 
cumplimiento de los Derechos Humanos, cuyas 
garantías sean vulneradas o desconocidas por en-
tidades del Estado, Fuerzas Militares, grupos al 
margen de la ley y particulares, en todo el territo-
rio nacional. 
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 Recomendar, cuando lo considere necesario, 
al Gobierno Nacional para que adopte medidas 
progresivas en favor de los Derechos Humanos.

1. La vigilancia y control, sobre toda entidad re-
lacionada con la protección, promoción y defensa 
de los Derechos Humanos. Estas entidades serán 
las del ejecutivo, del ministerio público y ONG. 

2. Promover, subsidiariamente, los derechos de 
la mujer, la protección de los derechos del niño, la 
protección de grupos vulnerables, especialmente 
los desplazados por la violencia y las poblaciones 
indígenas. 

3. Hacer el seguimiento de los proyectos de ley 
relacionados con Derechos Humanos y, de esta 
manera, expedir concepto favorable o desfavora-
ble sobre ellos. A su vez, tendrá que hacerse partí-
cipe en la discusión de estos. 

4. Podrá denunciar, ante la Fiscalía General de 
la Nación y la Procuraduría General de la Nación, 
sobre violaciones de Derechos Humanos, para que 
se apliquen las sanciones penales y disciplinarias 
correspondientes dependiendo de quien la cometa.

5. Tramitar las peticiones que, por escrito, ha-
gan llegar los ciudadanos sobre la violación de 
Derechos Humanos. Si la petición hace referencia 
a otro tema que no tenga que ver con Derechos 
Humanos, la comisión puede abstenerse a tramitar 
la petición. 

Estas nuevas funciones harán que esta comi-
sión sea más e ciente y e caz, en la búsqueda del 
respeto, protección y cumplimiento de los Dere-
chos Humanos. Igualmente, podrá ser un órgano 
más activo en la presentación de proyectos de ley 
de Derechos Humanos emitiendo conceptos favo-
rables o desfavorables. Podrá también denunciar 
ante las autoridades correspondientes violaciones 
sobre Derechos Humanos. Y nalmente, podrá 
esta Comisión hacerse participe en eventuales pro-
ceso de paz y de liberación de secuestrados para 
que se garantice el respeto del Derecho Internacio-
nal de los Derechos Humanos y del Derecho Inter-
nacional Humanitario.

También este proyecto de ley tiene por objeto 
crear la red de apoyo de la defensa y promoción 
de los Derechos Humanos que estaría conformada 
por el Procurador Delegado para los Derechos Hu-
manos y asuntos Étnicos, la Defensoría del Pue-
blo y la Comisión de Derechos Humanos y Au-
diencias; que se encargaría de coordinar y ejecutar 
anualmente planes de acción, proyectos y progra-
mas, que tengan como objetivo la promoción y la 
defensa de Derechos Humanos en Colombia, ade-
más, campañas institucionales de interés público o 
social, nacional o regional para radio, televisión, 
prensa, medios digitales o tecnológicos destinados 
a la concientización de la importancia de la Pro-
moción de los Derechos Humanos, y nalmente, 
promoverá la suscripción de convenios con orga-
nizaciones nacionales y/o internacionales a efecto 
de obtener apoyo académico.

Este proyecto de ley, también pretende entregar 
la medalla “Antonio Nariño”, ya que Antonio Na-
riño fue precursor y ejecutor de la independencia, 
defensor y héroe de las libertades, predecesor de 
los Derechos Humanos y de los derechos del ciu-
dadano. La medalla será entregada a aquellas ins-
tituciones o personas naturales que sean altamente 
activas en la promoción y la defensa de Derechos 
Humanos, debido a que son muchas las personas 
que ejercen esta labor pero son muy pocos los re-
conocimientos que se le hacen a estas. 

Es así, que este proyecto de ley será de gran 
bene cio para el país por que el gran objetivo es 
ponderar por el respeto, la protección y el cumpli-
miento de los derechos, lo cual hará que las viola-
ciones cesen y nos convirtamos en un país promo-
tor en el tema de Derechos Humanos. 

Édgar Espíndola Niño,
Senador de la República.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 222 DE 2012 
SENADO

 
artículos de la Ley 5ª de 1992  y se dictan  

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1º. . La presente ley tiene por 
objeto dotar a la Comisión de Derechos Humanos 
y Audiencias del Senado de la República de fun-
ciones que le permitan participar de manera más 
activa en la presentación de proyectos de ley sobre 
Derechos Humanos ante el Senado de la República 
y, además, permitir que la comisión tenga mayor 
participación en la defensa de Derechos Humanos 
en Colombia. 

Artículo 2º. El artículo 57 de la Ley 5ª de 1992 
quedará así:

Artículo 57. La Comisión de Derechos Huma-
nos y Audiencias tendrá las siguientes funciones:

1. Promover el respeto, la protección y el 
cumplimiento de los Derechos Humanos, cu-
yas garantías sean vulneradas o desconocidas 
por cualquier institución estatal o particular en 
todo el territorio nacional. En cumplimiento de 
esta función informará a las Plenarias de cada una 
de las Cámaras sobre los resultados alcanzados.

2. Recomendar, cuando lo considere nece-
sario, al Gobierno Nacional para que adopte 
medidas progresivas en favor de los Derechos 
Humanos.

3. Apoyar a toda entidad relacionada con la 
protección, promoción y defensa de los Dere-
chos Humanos. 

4. Promover los derechos de la mujer, la pro-
tección de los derechos del niño, la protección 
de grupos vulnerables, especialmente los des-
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plazados por la violencia y las poblaciones in-
dígenas. 

5. Hacer el seguimiento de los proyectos de 
ley relacionados con Derechos Humanos y ex-
pedir concepto favorable o desfavorable sobre 
ellos. A su vez, tendrá que hacerse partícipe en 
la discusión de estos. 

6. Denunciar ante la Fiscalía General de la 
Nación y la Procuraduría General de la Nación 
sobre violaciones de Derechos Humanos, para 
que se apliquen las sanciones penales y discipli-
narias correspondientes dependiendo de quien 
la cometa.

7. Tramitar las peticiones que por escrito ha-
gan llegar los ciudadanos sobre la violación de 
Derechos Humanos. Si la petición hace referen-
cia a otro tema que no tenga que ver con Dere-
chos Humanos, la comisión puede abstenerse de 
tramitar la petición. 

8. Realizar visitas sorpresa a entidades del 
Estado donde haya denuncias de vulneración 
de Derechos Humanos (Entidades Prestadoras 
de Salud, Establecimientos Penitenciarios y 
Carcelarios, Institutos adscritos al ICBF o que 
en su momento presten protección a menores).

Parágrafo 1°. Las organizaciones no guberna-
mentales y grupos religiosos representativos po-
drán asistir a las sesiones de esta Comisión cuando 
se ocupe del tema de los Derechos Humanos, pu-
diendo hacer uso de la palabra para referirse a los 
aspectos que interesen a la opinión del Congreso. 

Parágrafo 2°. Durante la legislatura que co-
rresponda, en la ejecución de las funciones co-
rrespondientes a la Comisión, esta no podrá ex-
cluir a ninguna entidad del Estado y tampoco a 
las Fuerzas Militares. 

Artículo 3º. El artículo 192 de la Ley 5ª de 
1992 quedará así:

Artículo 192. . El Con-
greso dará prioridad al trámite de los proyectos 
aprobatorios de tratados sobre Derechos Humanos 
que sean sometidos a su consideración por el Go-
bierno, y a los de iniciativa popular. Estos proyec-
tos deberán pasar primero por la Comisión de 
Derechos Humanos y Audiencias, para que esta 
establezca concepto favorable o desfavorable. 

Puestos en consideración, no se dará curso a 
otras iniciativas hasta tanto no se haya decidido 
sobre ellos. 

Artículo 4º. 
 La Comisión de Derechos Humanos 

y Audiencias, deberá realizar el control y la vigi-
lancia a los Establecimientos Penitenciarios y Car-
celarios a cargo del Inpec, la Policía y el Ejecito 
Nacional, para garantizar la protección de los De-
rechos Humanos de las personas que se encuentren 
recluidas en los mencionados centros.

Parágrafo 1°. La Comisión de Derechos Huma-
nos y Audiencias y la Red de Apoyo de la Defensa 
y Promoción de los Derechos Humanos, podrán 
realizar visitas en cualquier día y hora, sin nece-
sidad de una autorización previa para veri car el 
respeto de los Derechos Humanos en los Estable-
cimientos Penitenciarios y Carcelarios del País. 

Parágrafo 2°. La Comisión de Derechos Huma-
nos y Audiencias y la Red de Apoyo de la Defensa 
y Promoción de los Derechos Humanos, vigilará 
la e cacia de las políticas de reinserción que tiene 
el Gobierno Nacional para las personas que se en-
cuentra privadas de la libertad.

Artículo 5º.  
La Comisión de Derechos Humanos y Audiencias, 
deberá enviar dos representantes quienes vigilaran 
el respeto y garantía de los Derechos Humanos en 
eventuales procesos de paz y en procesos de libe-
ración de secuestrados.

Los representantes se encargaran de que las 
normas internacionales de los Derechos Humanos 
y de Derecho Internacional Humanitario se cum-
plan de manera correcta.

Artículo 6º. -
 Esta red se 

conformará por la Dirección de Derechos Huma-
nos del Ministerio del Interior, Procuraduría De-
legada Preventiva en Materia de Derechos Huma-
nos y Asuntos Étnicos, la Defensoría del Pueblo, 
un representante de la Iglesia Cristiana y un 
representante de la Conferencia Episcopal Co-
lombiano y la Comisión de Derechos Humanos 
y Audiencias de la República. 

Artículo 7º. Funciones de la 
-

 Las funciones de la Red de Apoyo de la 
Defensa y Promoción de los Derechos Humanos 
serán las siguientes:

7.1 Fijar su reglamento de funcionamiento den-
tro del cual se establecerán los parámetros misio-
nales, objetivos y metas que le permitan a la Red 
de Apoyo de la Defensa y Promoción de los De-
rechos Humanos, coordinar y ejecutar anualmente 
planes de acción, proyectos y programas, que ten-
gan como objetivo la promoción y la defensa de 
Derechos Humanos en Colombia. 

7.2 La red de apoyo de la defensa y promoción 
de los Derechos Humanos coordinará y ejecutará 
campañas institucionales de interés público o so-
cial, nacional o regional, para radio, televisión, 
prensa, medios digitales o tecnológicos destinados 
a la concientización de la importancia de la pro-
moción de los Derechos Humanos.

7.3 Promoverá la suscripción de convenios 
con organizaciones nacionales y/o internaciona-
les a efecto de obtener apoyo académico, asis-
tencia técnica, recursos y cooperación para el di-
seño y ejecución de los planes, objetivos, nes, 
campañas y metas en sensibilización de valores, 
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prevención y lucha contra las violaciones de De-
rechos Humanos.

Artículo 8º. Condecoración de reconocimien-
to por la defensa y promoción de los Derechos 

 En reconocimiento, aquellas personas 
naturales o jurídicas, que por su labor hayan pro-
mulgado la defensa y la promoción de los Dere-
chos Humanos, se entregará la medalla “Antonio 
Nariño”. 

Artículo 9º. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su sanción y deroga las disposiciones que 
le sean contrarias.

Édgar Espíndola Niño,
Senador de la República.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 27 de marzo de 2012
Señor Presidente:
Con el n de que se proceda a repartir el Pro-

yecto de ley número 222 de 2012 Senado, por me-

la Ley 5ª de 1992 y se dictan otras disposiciones, 
me permito pasar a su Despacho el expediente de 

la mencionada iniciativa que fue presentada en el 
día de hoy ante Secretaría General. La materia de 
que trata el mencionado proyecto de ley es com-
petencia de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente, de conformidad con las disposiciones 
reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 27 de marzo de 2012
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de ley de 
la referencia a la Comisión Primera Constitucional 
y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional 
con el n de que sea publicado en la Gaceta del 
Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la Re-

pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

176 DE 2011 SENADO
p

-
 

suscrito en Moscú, Rusia, el 6 de abril de 
2010.

Bogotá, D. C., febrero de 2012
Doctora
ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE
Presidenta Comisión Segunda Constitucional 
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia para primer de-

bate al Proyecto de ley número 176 de 2011 Senado, 
p

 sus-
crito en Moscú, Rusia, el 6 de abril de 2010. 

Señora Presidenta:
En cumplimiento de la honrosa designación 

que me fue encomendada, presento el informe de 

ponencia para primer debate al proyecto de ley de 
la referencia. 

Antecedentes
El Proyecto de ley número 176 de 2011 Senado 

fue radicado por la señora Ministra de Relaciones 
Exteriores María Ángela Holguín Cuéllar y el se-
ñor Ministro de Justicia y del Derecho Juan Carlos 
Esguerra Portocarrero, el 23 de noviembre de 2011 
en el Despacho de la Secretaría General del Sena-
do de la República. Al proyecto de ley se le asignó 
el número 176 de 2011 Senado y fue publicado en 
la Gaceta del Congreso número 894 del 25 de no-
viembre de 2011. 

Propósito y justi cación del proyecto 
El propósito de la presente iniciativa es aprobar 

el “Tratado entre la República de Colombia y Fe-
deración de Rusia sobre Asistencia Legal Recípro-
ca en Materia Penal”, suscrito en Moscú, Rusia, el 
6 de abril de 2010. 

Los autores mani estan en la exposición de 
motivos que la Asistencia y Cooperación Judicial 
Internacional se fundamenta en el reconocimiento 
y ejecución de decisiones derivadas de un poder 
jurisdiccional extranjero o de una Autoridad debi-
damente reconocida por el país solicitante, ante la 
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imposibilidad jurídica de ejercer esa facultad fuera 
del territorio propio del Estado, por cuanto a pesar 
de que cada Estado puede servirse de sus agentes 
acreditados en el extranjero, en muchas oportuni-
dades los actos procesales necesarios requieren la 
participación de las autoridades extranjeras.

A través de estos instrumentos de concertación 
se han consolidado las relaciones bilaterales de 
Colombia con los demás países, convirtiéndose 
en factores de transformación, propiciando el es-
tablecimiento de medidas de con anza mutua y 
permitiendo la consolidación de mecanismos de 
seguridad a nivel binacional.

Teniendo en cuenta que en múltiples ocasio-
nes los procedimientos judiciales y extrajudiciales 
suelen ser excesivamente prolongados, sometidos 
a trámites dispendiosos y con el desgaste que esta 
situación conlleva para la Administración de Justi-
cia y para sus usuarios o destinatarios. 

Los países conscientes de tal situación y 
de la necesidad de generar canales ágiles que, 
con pleno respeto al ordenamiento jurídico de 
los Estados, faciliten una Administración de 
Justicia pronta y eficaz, han propendido por 
el diseño de una herramienta, que prevé unos 
requisitos y un procedimiento que permita di-
namizar y asegurar la pronta respuesta frente a 
las solicitudes de las autoridades judiciales con 
respecto a la asistencia judicial y legal recípro-
ca en materia penal, permitiendo estimular la 
confianza en sus instituciones judiciales.

El tratado consta de un preámbulo y 22 artícu-
los, los cuales se pueden resumir así:

En el preámbulo se describen los considerandos.

En el artículo 1° se describen las obligaciones 
de asistencia legal reciproca en materia penal.

En el artículo 2°, se determina el alcance y qué 
deberá comprender la asistencia legal recíproca.

En el artículo 3°, con el objeto de asegurar 
la cooperación entre las partes en la prestación 
de la asistencia legal se designan las autoridades 
centrales, como canales de comunicación para 
la asistencia judicial, para el caso de Colombia, 
será el Ministerio del Interior y de Justicia para 
cuestiones relativas a la actividad de los Jueces 
de la República; y la Fiscalía General de la Na-
ción para todas las demás cuestiones de asisten-
cia legal.

En el artículo 4°, se describe la forma y el con-
tenido de las solicitudes de asistencia legal. Por su 
parte, el artículo 5° determina que las partes de-
berán ponerse de acuerdo en el idioma en el cual 
debe solicitarse la asistencia.

En el artículo 6°, se determinan los casos en los 
cuales el Tratado no se aplicará o se aplazará, por 
ejemplo: cuando se perjudique la soberanía, la se-

guridad, la legislación o cuando la solicitud obs-
taculice una investigación, procedimiento judicial.

En los artículos 7° a 10, establecen la validez 
de los documentos remitidos por las partes, la con-

dencialidad y limitaciones en el empleo de la in-
formación; la ejecución de las solicitudes de asis-
tencia legal y la entrega de documentos por parte 
de las autoridades centrales.

Los artículos 11 a 16, consagran el procedi-
miento para la obtención de pruebas, la locali-
zación e identi cación de personas y objetos, la 
comparecencia de testigos, víctimas y peritos, las 
garantías a la persona citada, el traslado de perso-
nas detenidas, la protección de personas citadas o 
trasladadas a territorio de la parte requirente.

En los artículos 17 a 19, se determinan los ca-
sos especiales de asistencia legal, la solicitud de 
ejercicio de acción penal y las medidas sobre los 
bienes.

Finalmente, los artículos 20 a 22, consagran lo 
relativo a qué parte asumirá los gastos, sobre la 
consulta y la solución de las controversias y las 
disposiciones nales, que contiene las cláusulas 
comunes a esta clase de instrumentos bilaterales 
relativas al procedimiento de modi cación, entra-
da en vigor y la terminación del tratado.

Conforme a lo establecido en la Constitución 
Política y en la Ley Estatutaria de Administra-
ción de Justicia, son principios básicos del siste-
ma jurídico, el acceso, la e ciencia, la celeridad 
y el respeto por los derechos de los ciudadanos, 
entre otros. La aplicación efectiva de estos princi-
pios suele ser truncada por el excesivo ritualismo, 
la falta de acceso del ciudadano a la justicia, y la 
congestión judicial, como ejemplo de algunos de 
los problemas más comunes que erosionan los pi-
lares de la Administración de Justicia.

Se reitera, que la respuesta del Estado para 
afrontar estas situaciones, es la adopción de mo-
di caciones que permitan brindar seguridad jurí-
dica a los ciudadanos, simpli car y acelerar los 
procedimientos y establecer un sistema de recono-
cimiento y de ejecución de sentencias judiciales, 
coherente, funcional y garantista, acorde con los 
principios antes mencionados. En este entendido, 
el “ -

-
, suscrito en Moscú, el 6 

de abril de 2010, se constituye en un instrumento 
que posibilite la materialización de los postulados 
enunciados.

Logrando con ello, la colaboración entre los 
sistemas judiciales nacionales para garantizar que 
las decisiones judiciales tomadas en un Estado 
sean reconocidas y aplicadas en el otro. Esto revis-
te especial importancia en los procedimientos re-
lacionados con la asistencia legal en materia penal.
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El Tratado suscrito de asistencia legal recíproca 
en materia penal tiene por objeto establecer una 
estrecha colaboración entre las autoridades de los 
Estados con el n de suprimir cualquier obstáculo 
derivado de las incompatibilidades que pudieran 
existir entre los distintos sistemas judiciales.

Las prescripciones descritas en el articulado del 
Tratado, se aviene a los cánones constitucionales. 
Teniendo en cuenta que el objetivo del instrumen-
to es establecer unos mecanismos que faciliten la 
remisión y ejecución de cartas rogatorias y promo-
ver la concordancia entre los diferentes métodos 
que los países miembros tienen consagrados para 
este n. En tal sentido, establece los canales a tra-
vés de los cuales deben formularse y atenderse el 
reconocimiento y ejecución de las solicitudes de 
asistencia legal en materia penal. Desarrollando 
distintos postulados constitucionales, entre ellos, 
el respeto a la soberanía nacional, el reconoci-
miento de los principios del derecho internacional, 
el debido proceso, el acceso a la Administración de 
Justicia y los principios de la función administrati-
va contenidos en el artículo 209 Superior.

Adicionalmente, la cooperación judicial en 
materia penal entre los Estados promueve la lu-
cha contra la delincuencia, ya que la misma, re-
quiere de acciones conjuntas de la comunidad 
internacional y por estar elaborado conforme con 
los parámetros del artículo 9° de la Constitución 
Política, como fundamento de las relaciones ex-
teriores del Estado colombiano, es decir, con res-
peto por la soberanía nacional, la autodetermina-
ción de los pueblos y el reconocimiento de los 
principios de derecho internacional aceptados por 
Colombia.

Efectivamente, con la aprobación del tratado 
se permitirá adelantar acciones que agilicen los 
mecanismos tradicionales de asistencia judicial en 
materia penal entre la República de Colombia y 
la Federación de Rusia, de manera que sean más 
efectivos contra la impunidad de los delitos come-
tidos por los grupos criminales.

De lo anteriormente expresado, se puede con-
cluir que se observa que el ámbito de aplicación y 
el alcance de sus disposiciones no trascienden los 
límites de la cooperación y asistencia entre Esta-
dos soberanos, respetando en todo caso los orde-
namientos internos de los rmantes.

Así mismo, se encuentra en consonancia con 
los nes del Estado Social de Derecho, en especial 
la efectiva Administración de Justicia, entendida 
con las necesidades de la internacionalización de 
las relaciones jurídicas y la globalización, a n de 
simpli car los trámites para la obtención de asis-
tencia legal en materia penal.

Como referente jurisprudencial en la materia, 
en la Sentencia C-619 de 2004, la Corte Constitu-
cional, al estudiar la constitucionalidad de la Ley 
879 del 2 de enero de 2004, por medio de la cual 

-
-

, señaló:

-
char contra la delincuencia nacional y transna-

-
-

-

con lo dispuesto en el artículo 2° constitucional en 
-

Así las cosas, este convenio aporta instrumen-
tos para hacer más e caz la Administración de Jus-
ticia y entrega a las autoridades una herramienta 
importante para el cumplimiento de sus funciones 
de protección de los derechos y libertades de los 
ciudadanos.

Sumado a lo anterior, el presente Tratado está 
enmarcado en principios de Derecho Internacio-
nal, en el respeto de la soberanía, la no interven-
ción y la autonomía de los Estados, así como la 
protección de los derechos y garantías fundamen-
tales consagrados en la Carta y Declaraciones de 
Derechos.

Así mismo, la incorporación de este tipo de tra-
tados de asistencia legal al ordenamiento interno 
colombiano fortalece los mecanismos de control 
del delito, facilita la labor de las instituciones na-
cionales que trabajan en la lucha contra el crimen 
organizado transnacional y, a la vez, complementa 
la legislación nacional.

Adicionalmente, este instrumento permitirá 
agilizar los canales de cooperación judicial y for-
talecer los mecanismos bilaterales de lucha contra 
la delincuencia transnacional, por lo que bajo esta 
perspectiva su aprobación guarda plena armonía 
con el ordenamiento jurídico interno.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno 
Nacional, a través de los Ministros de Relaciones 
Exteriores y de Justicia y del Derecho, solicitan al 
honorable Congreso Nacional aprobar el “Tratado 

-
, suscrito en Moscú, el 6 de abril de 

2010.

Marco Constitucional y Legal

En el ordenamiento jurídico colombiano, la 
Constitución otorga facultades al señor presidente 
de la República para surtir estas etapas previas de 
celebración de tratados o convenios con otros Es-
tados y entidades de derecho internacional.
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En el artículo 189, numeral 2, la Constitución 
Nacional dispone que 

-

-
dos y entidades de derecho internacional tratados 

Así mismo, en el artículo 150, numeral 16, se-
ñala: 

-

reciprocidad y conveniencia nacional, transferir 
-

promover o consolidar la integración económica 
con otros Estados”. 

Cabe destacar que la Norma Superior no esta-
blece un procedimiento especial para el trámite de 
las leyes que aprueben tratados, salvo la exigencia 
de iniciarlo en el Senado de la República (artículo 
154), por tal razón, el artículo 204 de la Ley 5ª 
de 1992 dispone que los proyectos de ley sobre 
tratados internacionales se tramitarán por el pro-
cedimiento legislativo ordinario o común, con las 
especialidades establecidas en la Constitución y en 
la misma Ley 5ª de 1992, como aquella contenida 
en el artículo 217, el cual establece que el Congre-
so de la República podrá presentar propuestas de 
no aprobación, de aplazamiento o de reservas a un 
tratado o a un convenio, para aquellos que prevean 
esta posibilidad, pero el texto de los Tratados no 
puede ser objeto de enmienda. 

La Corte Constitucional mediante la Sentencia 
C-181 de 2007, re riéndose al trámite de ley apro-
batoria de un tratado establece lo siguiente:

-
ículo 154 

-

mayoría de votos previstos en los artículos 145 y 

de ocho (8) días entre el primero y segundo de-

con lo dispuesto en el artículo -

Contenido del Tratado
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La suscrita Coordinadora del Grupo Inter-
no de Trabajo de Tratados de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos Internacionales del Ministe-
rio de Relaciones Exteriores de la República de 
Colombia

CERTIFICA:
Que la reproducción del texto que antecede es 

copia el y completa de la versión en idioma es-
pañol del “Tratado entre la República de Colom-
bia y Federación de Rusia sobre Asistencia Legal 
Recíproca en Materia Penal”, suscrito en Moscú, 
Rusia, el 6 de abril de 2010, documento que repo-
sa en los archivos del Grupo Inter no de Trabajo 
Tratados de la Dirección de Asuntos Jurídicos In-
ternacionales de este Ministerio. 

Dada en Bogotá, D. C., a los ocho (8) días del 
mes de julio de dos mil once (2011). 

La Coordinadora de Grupo Interno de Trabajo 
de Tratados, Dirección de Asuntos Jurídicos Inter-
nacionales,



GACETA DEL CONGRESO  118  Miércoles, 28 de marzo de 2012 Página 17

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO 
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 19 de julio de 2011 
Autorizado. Sométase a la consideración del ho-

norable Congreso de la República para los efectos 
constitucionales.

(Fdo.) JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
La Viceministra de Asuntos Multilaterales, en-

cargada de las funciones del Despacho de la Minis-
tra de Relaciones Exteriores,

(Fdo.) .
CONCLUSIÓN

La cooperación judicial en materia penal se ha 
convertido en una necesidad vigente en Colombia 
debido a los fenómenos de criminalidad transna-
cional de innegable connotación internacional. En 
Colombia llevamos cinco décadas continuas de 
con icto armado al interior de nuestro territorio, al 
que se le sumó el terrible agelo del narcotrá co 
y todas las demás formas de violencia como el pa-
ramilitarismo y las bacrim. Estos movimientos cri-
minales han extendido sus perjudiciales tentácu-
los a otros países, por lo que en este contexto, una 
medida judicial como la asistencia legal recípro-
ca en materia penal ha sido muy importante para 
combatir este tipo de delincuencia de gran impacto 
internacional a partir de la rma de tratados bilate-
rales de cooperación mutua en lo penal, que tienen 
por objeto establecer una estrecha colaboración entre 
las autoridades de los Estados, permitiendo la supre-
sión de obstáculos que se puedan presentar debido a 
las incompatibilidades existentes entre los distintos 
sistemas judiciales, promoviendo la lucha contra la 
delincuencia, ya que la misma requiere de acciones 
conjuntas de la comunidad internacional y de meca-
nismos efectivos contra la impunidad de los delitos 
cometidos por los grupos criminales.

Proposición
De acuerdo con las consideraciones expuestas, 

solicito a los honorables Senadores, miembros de la 
Comisión Segunda Constitucional, dar primer debate 
al Proyecto de ley número 176 de 2011 Senado, por 

-
 

suscrito en Moscú, Rusia, el 6 de abril de 2010.
Édgar Espíndola Niño,

Senador Ponente.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  

DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 176 DE 2011 SENADO

-
nal”, suscrito en Moscú, Rusia, el 6 de abril de 

2010.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Apruébese el “Tratado entre la Re-

pública de Colombia y Federación de Rusia sobre 

Asistencia Legal Recíproca en Materia Penal”, sus-
crito en Moscú, Rusia, el 6 de abril de 2010.

Artículo 2º. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Tratado 
entre la República de Colombia y Federación de 
Rusia sobre Asistencia Legal Recíproca en Ma-
teria Penal”, suscrito en Moscú, Rusia, el 6 de 
abril de 2010, que por el artículo 1° de esta ley se 
aprueba, obligará al Estado a partir de la fecha en 
que se perfeccione el vínculo internacional res-
pecto de las mismas.

Artículo 3º. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación. 

Édgar Espíndola Niño,
Senador Ponente.

INFORME DE PONENCIA PARA  
PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 22 DE 2011 SENADO
-

y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., marzo 28 de 2012
Senador
BERNARDO MIGUEL ELÍAS VIDAL
Presidente Comisión Tercera Senado
Ciudad
Asunto: Informe de ponencia para Primer 

Debate al Proyecto de ley número 22 de 2011 
Senado, 

-
-

.
Respetado señor Presidente:
En atención a la designación hecha por la 

Presidencia de la Comisión Tercera, el suscrito 
ponente se permite presentar para la considera-
ción y primer debate en la Comisión Tercera del 
honorable Senado de la Republica, el correspon-
diente Informe de Ponencia al proyecto de ley 
de la referencia, previas las siguientes conside-
raciones.

1. Contenido y alcance del proyecto
El proyecto de ley que se presenta a conside-

ración de la Comisión Tercera, iniciativa Con-
gresional del Movimiento MIRA, presentado 
por los honorables Senadores Alexandra Moreno 
Piraquive, Manuel Virgüez Piraquive y Carlos 
Alberto Baena López, y por la honorable Repre-
sentante Gloria Stella Díaz Ortiz, pretende crear 
una cuenta de ahorro pensional con bene cios 
gratuitos a la población pensionada y a los retira-
dos de las Fuerzas Militares, proyecto que según 
la exposición de motivos de sus autores, propen-
de por una mayor bancarización y comprometer 
al sector nanciero con la responsabilidad social 
empresarial.
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El proyecto determina que de manera obligatoria, 
todos los establecimientos bancarios deben incluir 
en su portafolio de servicios nancieros la Cuenta de 
Ahorro Pensional, permitir la gratuidad en servicios 
como:

1. La cuota de manejo
2. Retiros por cajero electrónico
3. Las tres primeras consignaciones a otras entida-

des bancarias a nivel nacional, 
4. Las tres primeras consultas de saldo por mes y 

dos transacciones declinadas de consulta de saldo
5. Las dos primeras copias de los extractos. Adicio-

nalmente dispone topes del 1% del smlmv para servi-
cios como la reposición de tarjeta débito por deterioro, 
las referencias bancarias y las certi caciones.

2. Informe de trámite en el Senado
El presente proyecto de ley es iniciativa Congre-

sional del Movimiento MIRA, presentado por los 
honorables Senadores Alexandra Moreno Piraquive, 
Manuel Virgüez Piraquive y Carlos Alberto Baena 
López, y por la honorable Representante Gloria Ste-
lla Díaz Ortiz; radicado ante la Secretaría General del 
honorable Senado de la República, el día 26 de julio 
de 2011, con el número 22, por el honorable Senador 
Manuel Virgüez Piraquive, del Movimiento MIRA, y 
publicado en la Gaceta del Congreso número 543 de 
2011. El mismo día, la Secretaría General del Senado 
procede a su radicación ante la Presidencia del Senado 
de la República, quienes envían el proyecto a la Co-
misión Tercera del Senado de la República, en donde 
se designa como ponente al Senador Germán Darío 
Hoyos Giraldo.

3. Justi cación de la ponencia negativa
3.1. Aspectos conceptuales
El Proyecto de ley número 22 de 2011 Senado, 

-

disposiciones, presenta a consideración de la Comi-
sión Tercera, iniciativa de los honorables Senadores 
Alexandra Moreno Piraquive, Manuel Virgüez Pira-
quive y Carlos Alberto Baena López, y por la hono-
rable Representante Gloria Stella Díaz Ortiz, crea una 
cuenta de ahorro pensional con bene cios gratuitos a 
la población pensionada y a los retirados de las fuerzas 
militares, proyecto que según la exposición de motivos 
de sus autores, propende por una mayor bancarización 
y comprometer al sector nanciero con la responsabi-
lidad social empresarial.

El proyecto determina que de manera obligatoria, 
todos los establecimientos bancarios deben incluir 
en su portafolio de servicios nancieros la Cuenta de 
Ahorro Pensional, permitir la gratuidad en servicios 
como: a) la cuota de manejo, b) retiros por cajero elec-
trónico, c) las tres primeras consignaciones a otras en-
tidades bancarias a nivel nacional, d) las tres primeras 
consultas de saldo por mes y dos transacciones decli-
nadas de consulta de saldo y e) las dos primeras copias 
de los extractos. Adicionalmente, dispone topes del 
1% del smlmv para servicios como la reposición de 
tarjeta débito por deterioro, las referencias bancarias y 
las certi caciones.

La Ley 700 de 2001, modi cada por la Ley 952 de 
2005, en su artículo 2° prevé la obligación de todos los 
operadores a cuyo cargo está el giro de las mesadas 
pensionales, de consignar la mesada correspondiente 
a cada pensionado en una cuenta individual, en la en-
tidad nanciera que el bene ciario elija y en la cual 
tenga su cuenta corriente o de ahorros, si este así lo 
decide.

1° 

-

-
go el giro y pago de las mesadas pensionales, de con-
signar la mesada correspondiente a cada pensionado 

la localidad donde se efectúa regularmente el pago y 
en el cual tenga su cuenta corriente o de ahorros, si 
este así lo decide,

-
das pensionales, en cuentas de ahorro o corriente, 

previamente un convenio con la respectiva entidad 

-

la administración de la cuenta se confíe a un apode-

El parágrafo único del artículo 5° de la misma ley, 
determina que las cuentas de los pensionados deben 
estar exentas del cobro de cuota de manejo.

-

Del artículo y parágrafo anterior, podemos inferir 
que la entidad nanciera elegida por el pensionado 
para que le sea consignada su mesada, está obligada 
a no cobrar cuota de manejo; motivo por el cual no es 
necesario que sea incluida en su portafolio nanciero.

Por su parte, el tercer inciso del numeral 14 del ar-
tículo 879 del Estatuto Tributario, declara exento del 
Gravamen a los Movimientos Financieros –GMF–, 
los retiros efectuados de cuentas de ahorro de los pen-
sionados cuando el valor de la mesada sea equivalente 
a $1.030.412 (41 Unidades de Valor Tributario UVT1), 
o menos.

Los retiros efectuados de cuentas de ahorro espe-

de sus mesadas pensionales y hasta el monto de las 

o menos, 
-

1 El valor del UVT para el 2011 es de $25.132 según Re-
solución número 012066 del 19 de noviembre de 2010. 
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Por otra parte, el literal m) del artículo 7° de la Ley 
1328 de 2009, introdujo la obligación para las entida-
des nancieras de permitir a todos sus clientes (inclui-
dos los pensionados) al menos una (1) consulta gratui-
ta al mes.

Por estos motivos, considero que el objetivo que 
pretende el proyecto ya ha sido reconocido en varias 
oportunidades por la legislación.

3.2. El proyecto de ley es reiterativo de la nor-
matividad vigente

El proyecto de ley de crear la “Cuenta de Ahorro 
Pensional”, la cual deberá ser incluida de manera obli-
gatoria en el portafolio de servicios ofrecidos por las 
entidades bancarias, con el n de bene ciar a la po-
blación pensionada o con asignación de retiro de las 
Fuerzas Militares por medio de la reducción de algu-
nos costos en los que se incurre al adquirir y mantener 
un producto de ahorro, buscando incrementar la ban-
carización,

En lo atinente al pago de las mesadas pensionales 
se re ere la Ley 700 de 2001, tuvo como nalidad 
“facilitar” a los pensionados el cobro de sus mesadas 
pensionales en condiciones de dignidad, para lo cual 
se implementaron mecanismos que pretenden que los 
derechos de pensionados se hagan efectivos sin dila-
ciones.

En el artículo 2° de la Ley 700 de 2001, modi ca-
do por el artículo 1° de la Ley 952 de 2005 y regla-
mentado por el Decreto 2751 de 20022, se señala;

“A partir de la vigencia de la presente ley se crea 

a su cargo el giro y pago de las mesadas pensionales, 
de consignar la mesada correspondiente a cada pen-

-

agencia en la localidad donde se efectúa regularmente 
el pago y en el cual tenga su cuenta corriente o de 

-
das pensionales, en cuentas de ahorro o corriente, 

previamente un convenio con la respectiva entidad 
-

-
-

ministración de la cuenta se confíe a un apoderado o 

2 Artículo 1° del Decreto 2751 de 2002 por el cual se re-
glamenta, entre otras, la Ley 700 de 2001: “Pago me-
sadas pensionales. El pago de las mesadas pensionales 
a cargo de operadores públicos y privados del Sistema 
General de Pensiones o entidades de previsión se podrá 
realizar por cualquiera de los siguientes mecanismos:

 a) Mediante el pago personal al bene ciario o a su apo-
derado;

 b) Mediante consignación en cuentas corrientes o de 
ahorros, y

 c) Mediante envió por correo certi cado del importe de 
las prestaciones.” (Negrilla fuera del texto).

En este sentido, en el artículo 5° de la Ley 700 de 
2001 (igualmente reglamentado por el Decreto 2751 
de 20023), modi cado por el artículo 16 de la Ley 
1171 de 2007, se indicó que:

-

-

-

Del marco normativo transcrito en precedencia en-
contramos que en la Ley 700, modi cada por la Ley 
952, se señala el deber de todos los operadores del Sis-
tema General de Pensiones de cancelar las mesadas 
pensionales a sus a liados, a través de la consignación 
en cuentas individuales en la entidad nanciera que el 
bene ciario elija4, que tenga sucursal o agencia en la 
localidad donde se efectúa regularmente el pago y en 
la cual tenga su cuenta corriente o de ahorros, si este 
así lo decide, con la exigencia de que dichas cuentas 
sólo podrán debitarse por su titular mediante presen-
tación personal o autorización especial, sin que sean 
procedentes autorizaciones de carácter general o que 
la administración de la cuenta se confíe a un apodera-
do o representante.

Para el pago de las mesadas pensionales, en los tér-
minos del Decreto 2751 de 2002, las mismas se podrán 
realizar al apoderado especial del bene ciario en cuyo 
caso se requerirá prueba de la supervivencia de este 
para cada uno de los pagos respectivos. Así mismo, 
como mecanismo de control para los eventos en que el 
retiro se realice utilizando el mecanismo de tarjetas dé-
bito de uso personal, la institución nanciera exigirá la 

3 Artículo 3°. Pago mediante consignación en cuentas. El 
pago mediante consignación en cuentas consiste en el 
pago o abono que realiza el operador público o privado 
del Sistema General de Pensiones en la cuenta corriente 
o de ahorros abierta por el titular de la prestación y en 
la cual únicamente este último se encuentra autorizado 
para realizar retiros.

 El débito de la cuenta correspondiente se hará por los 
medios previstos en el contrato respectivo siempre y 
cuando en ellos esté contemplado que la operación res-
pectiva debe hacerse personalmente. En todo caso, como 
mecanismo de control para aquellos eventos en los cua-
les el retiro se realice utilizando el mecanismo de tarjetas 
débito de uso personal, la institución nanciera exigirá 
la presentación personal del pensionado en la respectiva 
o cina o la prueba de la supervivencia del bene ciario, 
una vez cada tres meses.

4 Entidades vigiladas por la entonces Superintendencia 
Bancaria (hoy Superintendencia Financiera de Colombia 
en virtud de su fusión en la Superintendencia de Valores) 
o cooperativas de Ahorro y Crédito o Multiactivas Inte-
grales con secciones de ahorro y crédito vigiladas por 
la Superintendencia de la Economía Solidaria, previo 
convenio celebrado entre el operador del Sistema y la 
entidad respectiva.



Página 20 Miércoles, 28 de marzo de 2012 GACETA DEL CONGRESO  118

presentación personal del pensionado en la respectiva 
o cina o la prueba de la supervivencia del bene -
ciario, una vez cada tres meses, según así lo exige el 
inciso nal del artículo 3° del decreto en mención que 
está en consonancia con lo dicho por el inciso nal del 
artículo 4° de la misma norma (resaltamos).

Adicionalmente, los artículos 134 y 135 de la Ley 
100 de 1993, indican para las pensiones:

“Artículo 134. Son inembargables:
“(…)
“5. Las pensiones y demás prestaciones que reco-

noce esta ley, cualquiera que sea su cuantía, salvo que 
se trate de embargos por pensiones alimenticias o cré-
ditos a favor de cooperativas, de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes sobre la materia (…)”.

“Artículo 135. Tratamiento Tributario. (...)
Estarán exentos del impuesto sobre la renta y com-

plementarios: (…)
“5. Las pensiones estarán exentas del impuesto so-

bre la renta a partir del 1° de enero de 1998 estarán gra-
vadas solo en la parte que exceda de veinticinco (25) 
salarios mínimos (…)”5.

De esta forma, la consignación en cuentas co-
rrientes o de ahorros como mecanismo para el pago 
de mesadas pensionales tiene como características las 
siguientes:

1. Se trata de cuentas individuales en la entidad -
nanciera que el bene ciario elija.

2. Dichas cuentas sólo podrán debitarse por su titu-
lar mediante presentación personal o con una autoriza-
ción especial.

3. Los pensionados pueden retirar su mesada pen-
sional en cualquier día del mes y el cobro se podrá rea-
lizar en cualquier ventanilla de la entidad nanciera sin 
excepción.

4. El débito de las cuentas puede hacerse por cual-
quier medio, siempre y cuando en ellos esté contem-
plado que la operación respectiva debe hacerse perso-
nalmente.

5. Corresponde a la entidad nanciera exigir prueba 
de la supervivencia del bene ciario cada tres meses.

6. Las entidades nancieras que manejen cuentas 
de los pensionados no podrán cobrar cuota de manejo 
a estos por la utilización de las mismas.

7. Las mesadas pensionales gozan de prerrogativas 
en cuanto a la inembargabilidad y exención tributaria 
en los términos de los artículos 134 y 135 de la Ley 
100 de 1993, previamente transcritos.

8. Cuando en el artículo 2° de la Ley 700 se alude 
a la celebración de convenios entre las entidades de 
previsión social y las entidades nancieras o coopera-
tivas, señala como premisa que se llevan a cabo 

5  Esta disposición se encuentra recogida en el artículo 
206, numeral 5, del Estatuto Tributario y el monto exen-
to corresponde a 1000 UVT

9. En conclusión, se observa que la mayoría de los 
bene cios contemplados en el proyecto de ley para la 
población pensionada ya se encuentran consagrados 
expresamente en la normatividad vigente.

4. Proposición
Con fundamento en las razones expuestas, me per-

mito rendir Ponencia Negativa y en consecuencia so-
licitarle a la Comisión Tercera del honorable Senado 
de la Republica, Archivar el Proyecto de Ley núme-
ro 22 de 2011 Senado, 

-
.

Cordialmente.

Senador de la República.
Bogotá, D. C., 28 de marzo de 2012
En la fecha se recibió la ponencia para primer deba-

te del Proyecto de ley número 022 de 2011 Senado, 
por la cual se crea la Cuenta de Ahorro Pensional en 
todas las entidades bancarias vigiladas por la Super-
intendencia Financiera de Colombia y se dictan otras 
disposiciones. 

El Secretario General,

Autorizo la publicación de la siguiente ponencia 
para primer debate, consta de seis (6) folios.

El Secretario General,
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